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Caso Núm.: 
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Panel integrado por su presidenta, la Juez Fraticelli Torres, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Ramos Torres. 
 
Ramos Torres, Juez Ponente 

 
SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 23 de agosto de 2016. 

 Comparece la Autoridad de los Puertos de Puerto Rico, mediante 

recurso de revisión judicial, y solicita que revoquemos la Decisión y Orden 

de la Junta de Relaciones del Trabajo, notificada el 24 de marzo de 2015. 

A través del referido escrito, el organismo administrativo restituyó al señor 

Juan I. Lacén Cirino a su empleo, con el pago de los haberes dejados de 

percibir. 

 Adelantamos que revocamos la determinación administrativa. 

Veamos los antecedentes fácticos y procesales que sostienen esta 

decisión.  

I 

 Conforme se desprende del expediente, el señor Juan I. Lacén 

Cirino fue empleado de la recurrente Autoridad de los Puertos de Puerto 

Rico (Autoridad), entidad que suscribió un Convenio Colectivo con la 

Hermandad de Empleados de Oficina, Comercio y Ramas Anexas de 

Puerto Rico (Unión). El Convenio Colectivo cubría el periodo de 1 de 

octubre de 2000 a 30 de septiembre de 2007, pero conforme el Artículo 

XLVIII, Sección 2, su vigencia continuaría hasta la firma de un nuevo 
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acuerdo obrero-patronal. El señor Lacén Cirino laboró como electricista 

en la Autoridad, particularmente en el Aeropuerto Luis Muñoz Marín, 

desde el 16 de febrero de 1990 hasta el 9 de mayo de 2007. 

Allá para el 30 de diciembre de 1998 la Autoridad amonestó por 

escrito al señor Lacén Cirino por ausentarse sin justificación el 25 de 

diciembre anterior; también le descontó el día.1 Luego, el 29 de enero de 

1999, la Autoridad remitió una comunicación al señor Lacén Cirino para 

notificarle la intención de suspenderlo de empleo y sueldo por un término 

de treinta días, por ausentarse sin justificación el 31 de diciembre de 

1998.2 La Unión presentó una querella. El caso fue dirimido ante la árbitra 

Marilú Díaz Casañas, quien estableció la controversia en ―[d]eterminar si 

el descuento de salario por las ausencias, la amonestación impuesta, y la 

suspen[s]ión a imponer a cada uno de los querellantes,3 están o no 

justificadas. De no estarlo el árbitro impondrá el remedio adecuado‖.4 El 

23 de septiembre de 1999 la árbitra dictó el Laudo 1435-99, 1437-99, 

1438-99, 1548-99, 1283-99,5 en el que resolvió que el señor Lacén Cirino 

incurrió en las faltas imputadas, refrendó la suspensión de empleo y 

sueldo por treinta días y ordenó el pago del día 25 de diciembre por ser 

feriado. Al día siguiente, la árbitra emitió una Fe de Erratas en la que 

corrigió varios errores menores.6 No surge del expediente que el señor 

Lacén Cirino haya solicitado reconsideración del Laudo, sino que lo 

impugnó ante los tribunales. Señaló los siguientes errores: 

A. El árbitro incurrió en error de derecho y se excedió en su 
jurisdicción al emitir un Laudo en torno a una 
controversia sobre la cual no se le había otorgado 
autoridad para resolver ni mediante el convenio colectivo 
ni mediante el acuerdo de sumisión acordado por las 
partes. 

B. El árbitro violó el debido procedimiento de los empleados 
querellantes al decidir sobre los méritos de sus 

                                                 
1
 Apéndice de la parte recurrida, págs. 17-18. 

2
 Apéndice de la parte recurrida, pág. 19. 

3
 La Unión sometió una lista de doce querellantes, entre estos, el señor Lacén Cirino. La 

árbitra consolidó varios casos. 
4
 Apéndice de la parte recurrida, pág. 37. 

5
 Apéndice de la parte recurrida, págs. 30-45. 

6
 Apéndice de la parte recurrida, págs. 46-53. 
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suspensiones sin tener ante sí evidencia alguna y sin 
permitir que estos presentaran evidencia a su favor.7   

 
El 30 de mayo de 2000 el Tribunal de Primera Instancia declaró no 

ha lugar la solicitud de revisión del Laudo en el caso A-1548-99.8 

Asimismo, el 24 de junio de 2003, el foro primario confirmó el Laudo 

impugnado en los casos 1435-99, 1437-99, 1438-99, 1548-99, 1283-99.9 

El 16 de octubre de 2003, el Tribunal de Apelaciones denegó la 

expedición del auto de certiorari solicitado.10  

En medio de estos procesos de revisión judicial, y luego que la 

Autoridad solicitara varias veces la reapertura del caso,11 el 25 de 

noviembre de 2003, la árbitra Díaz Casañas dictó una resolución12 en la 

que indicó lo siguiente sobre el laudo suscrito el 23 de septiembre de 

1999: 

A su tiempo (23 de septiembre de 1999), determinamos que 
la querella era arbitrable sustantivamente y lo que procedía 
era citar eso[s] tres casos13 para verlos en sus méritos. Sin 
embargo, por error, esos tres querellantes fueron incluidos 
en el análisis de los méritos de los otros dos casos, hasta 
llegar a su adjudicación final en el foro. 

Una vez emitido el laudo, el asesor laboral de la Unión, 
Lcdo. José Carreras Rovira, nos hace la observación de 
lo sucedido. Sin embargo, dado que la doctrina de ―Junctus 
officio‖14 nos impide reabrir el caso, tratamos de que las 
partes acordaran reabrirlo a los efectos de ventilar los 
méritos de estos tres empleados, mas no tuvimos éxito 
en la gestión.  

                                                 
7
 Apéndice de la parte recurrida, págs. 63-64. Véase, además la Petición, en el Apéndice 

de la parte recurrida, págs. 182-190.  
8
 Apéndice de la parte recurrida, págs. 54-58, caso KAC-99-1531. 

9
 Apéndice de la parte recurrida, págs. 60-73, caso KAC-99-1534. 

10
 Apéndice de la parte recurrida, págs. 74, 97-102, caso KLCE200300967. 

11
 El 21 de agosto de 2003, la Autoridad solicitó la reapertura del caso (véase, Apéndice 

de la parte recurrida, pág. 207). El 12 de noviembre de 2003, la Autoridad solicitó por 
escrito la celebración de una vista acelerada (véase, Apéndice de la parte recurrida, pág. 
208). Luego de emitida la resolución de la árbitro, la Autoridad reiteró su solicitud el 5 de 
diciembre de 2003 y el 15 de enero de 2004 (véase, Apéndice de la parte recurrida, 
págs. 209-210. 
12

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 206-207. 
13

 En referencia al señor Lacén Cirino y otros dos empleados: Claudia Sánchez y 
Augusto García. 
14

 Por norma general se entiende que cuando un árbitro emite su laudo y decisión sobre 
la cuestión sometida a arbitraje está impedido de pasar nuevamente sobre su dictamen. 
Esto es, ―su jurisdicción ha expirado por haber cumplido con su encomienda y cesa su 
facultad para ordenar la celebración de nuevas vistas, enmendar, interpretar en alguna 
manera el laudo emitido, o pasar juicio nuevamente sobre la cuestión, a menos que 
expresamente las partes así lo soliciten o la ley le conceda tal facultad‖. J.R.T. v. A.E.E., 
112 D.P.R. 169, 171 (1982). 
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En el ínterin de estos sucesos, una vez emitido el laudo, la 
Unión impugnó el mismo bajo la causal de violación al 
debido proceso de ley a los tres empleados concernidos.15 

(Énfasis nuestro). 

 
Finalmente, la Autoridad puso en vigor la suspensión de empleo y 

sueldo, desde el 1 de marzo hasta el 14 de abril de 2004.16  

En otros hechos ajenos a los relatados, el 10 de octubre de 2001, 

el señor Lacén Cirino notificó a su supervisor que se ausentaría el 

próximo día 12. Aun cuando la petición fue denegada, el señor Lacén 

Cirino no se presentó a trabajar. La Autoridad recomendó el despido, ya 

que el señor Lacén Cirino tenía en su expediente la suspensión de treinta 

días (Laudo A-1548-99) y otra suspensión por quince días sometida a 

arbitraje por expresiones falsas a la prensa (Caso A-00-284).17 Así, pues, 

el 19 de octubre de 2001, la Autoridad notificó al señor Lacén Cirino sobre 

su destitución. En la misiva, la Autoridad expresó que luego de aplicar 

infructuosamente disciplina correctiva se destituyó al recurrido por el 

―extenso historial de medidas disciplinarias previas (...) la reciente 

violación (...), su incumplimiento con el horario de trabajo y el acto de 

insubordinación al no acatar las órdenes de sus supervisores (...)‖.18  

El 4 de febrero de 2005 la árbitra Díaz Casañas dictó el Laudo A-

02-984.19 A pesar que la árbitra reconoció que el señor Lacén Cirino no 

estuvo autorizado a ausentarse el 12 de octubre de 2001, no refrendó el 

despido, sino que recomendó una sanción menor. Esto, debido a que en 

el Laudo del 23 de septiembre de 1999, tal como fue reseñado antes, en 

cuanto al caso del señor Lacén Cirino, solo se adjudicó un planteamiento 

procesal, sin haberlo dirimido en sus méritos. Expuso la árbitra Díaz 

Casañas que  

[n]os consta que al grupo para el cual se levantó el 
planteamiento procesal nunca se vieron los méritos del 

                                                 
15

 El 25 de octubre de 1999 la Unión solicitó al foro primario la revisión del Laudo del 23 
de septiembre de 1999.  
16

 Apéndice de la parte recurrida, pág. 75. El sueldo mensual ascendía a $2,838.25; 
véase Apéndice de la parte recurrida, pág. 76. 
17

 Apéndice de la parte recurrida, pág. 21. Cabe señalar que en el caso A-00-284 no se 
justificó la medida disciplinaria, véase, Apéndice de la parte recurrida, pág. 303. 
18

 Apéndice de la parte recurrida, pág. 20. 
19

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 22-26. 
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caso, por lo tanto, se violó el debido proceso de ley y no 
podemos refrendar tal sanción. Por lo que la sanción a 
imponer en el caso de autos debe ser menor que el 
despido.20  
 
El Laudo A-02-984 fue confirmado en los foros de primera 

instancia21 y apelaciones.22 De igual forma, el 1 de diciembre de 2006 el 

Tribunal Supremo no expidió el certiorari instado por la Autoridad; y el 19 

de enero de 2007 declaró no ha lugar la reconsideración solicitada.23  

Así las cosas, el 19 de marzo de 2007, el señor Lacén Cirino 

solicitó a la Autoridad que removiera del expediente cualquier información 

referente a los 30 días de suspensión, que la suspensión no fuera 

utilizada en ningún caso presente o futuro y que se le pagara el salario y 

las licencias no acumuladas.24 Mediante un comunicado interno fechado 

el 26 de marzo de 2007, la Autoridad entendió que no procedía ninguna 

de las peticiones.25 El 6 de junio de 2007 la Unión dio seguimiento a la 

comunicación suscrita por el señor Lacén Cirino.26 El 22 de mayo y 24 de 

septiembre de 2008, el señor Lacén Cirino suscribió sendas cartas a la 

Autoridad en referencia a su solicitud.27  

Posteriormente, el 15 de diciembre de 2008, presentó ante el 

Tribunal de Primera Instancia una solicitud de mandamus. El foro a quo lo 

desestimó el 1 de junio de 2009.28 Inconforme, el recurrido acudió al 

Tribunal de Apelaciones, que mediante sentencia emitida el 29 de junio 

de 2009 confirmó al tribunal apelado.29 En el referido dictamen, un panel 

de este foro revisor intermedio expresó:  

Destacamos que en el caso que nos ocupa el peticionario 
presentó ante el TPI un Mandamus y no una solicitud 
para poner en vigor un laudo de arbitraje. El único 
remedio solicitado por el señor [Lacén] Cirino ante el TPI fue 
que dicho foro le ordenara a la Autoridad emitir el pago 
correspondiente a los treinta (30) días en que estuvo 

                                                 
20

 Apéndice de la parte recurrida, pág. 25. 
21

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 110-112, caso KAC-2005-1481. 
22

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 113-125, caso KLCE200501486. 
23

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 126-129, caso CC-2006-831. 
24

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 92-93. 
25

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 94-95. 
26

 Apéndice de la parte recurrida, pág. 107. 
27

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 108-109. 
28

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 130-135, caso KPE2008-4326. 
29

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 136-148, caso KLCE200901200. 
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suspendido de empleo y sueldo en virtud del laudo núm. A-
1435-99. Ello porque el peticionario entiende que las 
expresiones de la árbitro en el Laudo Núm. A-02-984 
tuvieron el efecto de revocar la suspensión de empleo y 
sueldo de treinta (30) días previamente impuesta al 
peticionario en el Laudo Núm. A-1435-99. Sin embargo, el 
laudo en controversia no tuvo el efecto de revocar la 
suspensión de empleo y sueldo a la que se refiere el 
peticionario. Este presentó el mismo asunto ante el TPI 
en el caso KAC2005-1481 y su reclamo le fue denegado. 

[...] 

Coincidimos con la determinación del TPI en cuanto 
resuelve que la reclamación del peticionario constituye una 
imputación de práctica ilícita del trabajo al amparo del 
Artículo 7(a) de la Ley Núm. 130, supra.  Como bien dispone 
el TPI en la Sentencia objeto del presente recurso, el 
derecho si alguno que tiene el peticionario a que se le 
paguen los salarios correspondientes a la suspensión de 
empleo y sueldo depende de que se haga una 
determinación previa de que la Autoridad violó las 
disposiciones del Convenio Colectivo al no aceptar un laudo 
de arbitraje. El Artículo 8 (1)(f) de la Ley Núm. 130, supra, 
dispone expresamente que será práctica ilícita del trabajo el 
que un patrono viole los términos de un convenio colectivo.  
De conformidad con el Art.7(a) de la Ley Núm. 130, supra, 
corresponde a la Junta de Relaciones del Trabajo, en el 
ejercicio de su jurisdicción exclusiva, dilucidar la 
controversia para determinar si hubo o no prácticas ilícitas 
del trabajo.30 

(Énfasis en el original y subrayado nuestro). 

 
Esta sentencia da pie al caso administrativo ante nos, el cual 

explicaremos más adelante. Sin embargo, es imperante reseñar que 

durante el curso de estas acciones judiciales, el señor Lacén Cirino ya 

había sido destituido de su puesto. Veamos. 

En hechos separados e independientes, el 1 de marzo de 2004, la 

Autoridad suscribió una notificación31 al señor Lacén Cirino, en la que 

indicó lo siguiente: 

Durante el periodo del 1 al 23 de febrero de 2004, usted 
incumplió con el itinerario de trabajo que le fue asignado 
según programado por la Autoridad. 

Al usted incumplir con su turno de trabajo alteró y afectó las 
operaciones de la Autoridad, lo que constituyó un acto craso 
de insubordinación reiterada durante los primeros 23 días de 
febrero de 2004. 

Usted no solo incumplió con el itinerario asignado por la 
Autoridad, sino que a su propia voluntad, trabajó y 
determinó el itinerario y turno a su conveniencia, a base de 
su propio criterio. 

                                                 
30

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 146-147. 
31

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 77-78. 
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El programa de trabajo asignado a usted por la Autoridad, 
para el mes de febrero de 2004 fue:32 

 

Fecha 1-8 9-10 11-
15 

16-17 18-
22 

23-24 25-29 

Turno 
Asignad

o 

1 Libre 1 Libre 2 Libre 3 

 
Sin embargo, usted trabajó su propio itinerario de la 
siguiente forma: 

 

Fecha 1-5 6-7 8-12 13-14 15 16-19 20-
21 

22-
23 

Turno 
Asignad

o 

1 Libre 1 Libre L/A 2 Libre 3 

 
Habiendo incurrido en actos de insubordinación continua por 
23 días consecutivos, el 23 de febrero de 2004 se le 
apercibió de la situación y se le impartieron nuevas 
instrucciones para que los días 27, 28 y 29 los trabajara en 
tiempo extraordinario en el turno 3.33 

A esta directriz usted respondió con una carta el 25 de 
febrero de 2004 haciendo unas alegaciones y desafiando la 
autoridad del Supervisor, incluyendo el mandarlo a que 
fuera a recibir orientación sobre leyes laborales. Esta es la 
mejor evidencia de sus actos continuos de insubordinación, 
su falta de consideración, respeto y menosprecio por su 
trabajo y sus supervisores. 

Usted debió cumplir con el itinerario y las directrices de 
trabajo del 1 al 23 de febrero de 2004 y luego querellarse 
según lo establece el Convenio Colectivo en su Artículo XLII 
Ajuste de Controversias y Artículo XLV Cumplimiento de 
Convenio. 

Su expediente disciplinario es uno voluminoso, el cual 
contiene amonestaciones escritas, suspensiones y cartas de 
despido. 

Su conducta no puede seguir siendo tolerada por la 
Autoridad, pues afecta las operaciones normales de la 
agencia, crea un ambiente hostil en el trabajo y desmoraliza 
el resto del personal. 

Habiendo cumplido la Autoridad con un riguroso tratamiento 
de disciplina progresiva en cumplimiento del Artículo XLII 
Ajuste de Controversias, Sección 4. 

No nos queda otra alternativa que disponer su despido a ser 
refrendado por un árbitro.  

 

                                                 
32

 Turno 1: 6:00 am - 10:00 am / 11:00 am - 2:30 pm. Turno 2: 2:00 pm - 6:00 pm / 7:00 
pm - 10:30 pm. Turno 3: 10:00 pm - 2:00 am / 3:00 am - 6:30 am; véase, Apéndice de la 
parte recurrida, pág. 81. 
33

 En las fechas de 24 de febrero al 1 de marzo de 2004, el señor Lacén Cirino se 
reportó enfermo; véase, Apéndice de la parte recurrida, pág. 82.   
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 El despido fue refrendado en el Laudo A-04-2630 suscrito por el 

árbitro Jorge Rivera Delgado el 12 de diciembre de 2005.34 La 

controversia consistió en determinar ―si el despido del Sr. Juan Lacén 

Cirino estuvo justificado. De no ser así, que el árbitro provea el remedio 

adecuado‖. Asimismo, el Tribunal de Primera Instancia dictó sentencia el 

15 de mayo de 2006 en que confirmó el Laudo A-04-2630 impugnado.35 

Por su parte, el Tribunal de Apelaciones también confirmó mediante la 

sentencia dictada el 30 de abril de 2007;36 y denegó reconsiderar.37 

El 7 de mayo de 2007 la Autoridad cursó una carta de despido al 

recurrido, efectivo el 9 de mayo de 2007.38 En consecuencia, el señor 

Lacén Cirino instó una demanda de injunction, la cual fue desestimada.39 

Finalmente, el Tribunal Supremo denegó un auxilio de jurisdicción 

incoado por el señor Lacén Cirino en relación con el Laudo A-04-2630;40 

el 2 de noviembre de 2007 el Alto Foro denegó expedir el certiorari;41 y el 

25 de enero de 2008 declaró no ha lugar la moción de reconsideración 

instada por el aquí recurrido.42 Por lo tanto, el despido del señor Lacén 

Cirino advino final y firme. 

Como mencionáramos, podemos colegir que la sentencia dictada 

en el caso KLCE200901200 por el Tribunal de Apelaciones sobre la 

denegatoria del mandamus en cierta forma dio origen al caso ante 

nuestra consideración. El 7 de septiembre de 2010, el señor Lacén Cirino 

presentó ante la Junta de Relaciones del Trabajo un cargo contra la 

Autoridad, en el caso CA-2010-41.43 Allí alegó que la Autoridad estaba 

incurriendo en prácticas ilícitas de trabajo al no acatar el Laudo de 

                                                 
34

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 79-90. 
35

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 431-435, caso KAC2006-0859. 
36

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 232-247, caso KLCE200600826. 
37

 Apéndice de la parte recurrida, pág. 454. 
38

 Véase, Apéndice de la parte recurrida, págs. 91, 96. 
39

 Tomamos conocimiento del caso civil KPE2007-2272, sentencia emitida el 2 de julio 
de 2007. En el referido dictamen se hace referencia a una demanda instada el 28 de 
febrero de 2003 por el recurrido contra la Autoridad sobre discrimen, ambiente hostil, 
daños y perjuicios (caso FDP2003-0152), que fue desestimada el 16 de noviembre de 
2007, conforme el sistema de notificaciones de la Rama Judicial.  
40

 Apéndice de la parte recurrida, pág. 103, caso AC-2007-51. 
41

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 104-105, caso AC-2007-51. 
42

 Apéndice de la parte recurrida, pág. 106, caso AC-2007-51. 
43

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 1-2.  
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Arbitraje A-02-984, sobre ausencias sin justificar, en que la árbitra Díaz 

Casañas estableció que ―la sanción impuesta al empleado, Sr. Juan 

Lacén Cirino debió haber sido menor que el despido‖. Cabe señalar que, 

tal como se narró, la árbitra se refería a la ausencia injustificada del 12 de 

octubre de 2012, no al patrón de ausencias de febrero de 2004, cuando el 

señor Lacén Cirino incumplió con el itinerario de trabajo.  

Al elaborar su exposición, citó un fragmento de la sentencia del 

Tribunal de Apelaciones, sobre la necesidad de que, para recibir los 

salarios correspondientes a la suspensión de 2004, primero era necesario 

que se hiciera una determinación de si la Autoridad violó o no el Convenio 

Colectivo. No consta el conocimiento de los foros que atendieron el 

recurso extraordinario, sobre el hecho que el señor Lacén Cirino ya había 

sido despedido. 

 Dieciocho meses más tarde, el 9 de abril de 2012, la Junta de 

Relaciones del Trabajo emitió una querella contra la Autoridad.44 Arguyó 

la Junta que ―[d]e haber eliminado toda referencia de la suspensión de 

empleo y sueldo del expediente del Querellante, dicha sanción no hubiese 

sido considerada y por ende contabilizada como una sanción disciplinaria 

progresiva en contra del Querellante‖.45 Fundamentó la querella en las 

siguientes disposiciones: 

Cumplido un (1) año desde el envío de una comunicación de 
reprimenda por tardanzas o ausentismo, la Autoridad 
eliminará dicha reprimenda del expediente del empleado, 
salvo que el patrón de conducta continúe. (...)‖.  

Artículo XXIII, Sección 5 del Convenio Colectivo. 

En aquellos casos de disciplina en que no estén 
involucradas las causales de suspensión contempladas en 
el Artículo XLIII, Suspensiones Sumarias o Perentorias, la 
acción disciplinaria progresiva comienza con una 
amonestación verbal, continúa con una reprimenda escrita, 
luego una suspensión que no excederá de treinta (30) días y 
finalmente el despido. 

Artículo XLII, Sección 4 del Convenio Colectivo. 

 
En consecuencia, ordenó la restitución del empleo, sueldos y 

licencias no acumuladas del señor Lacén Cirino. 

                                                 
44

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 3-12. 
45

 Apéndice de la parte recurrente, pág. 10. 
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La Autoridad contestó46 la querella, invocó la doctrina de cosa 

juzgada y adujo que ―la validación de la segunda destitución decretada al 

querellante tanto por el Negociado de Conciliación y Arbitraje como por 

los tres niveles de los Tribunales de Justicia, tuvo el efecto de finiquitar la 

controversia en cuanto a dicho despido y que la Junta de Relaciones del 

Trabajo carece de jurisdicción para reabrir dicha controversia‖.47 

Luego de prolijos procesos durante los años 2012 y 2013, el 30 de 

agosto de 2013 la Junta enmendó la querella por prácticas ilícitas y reiteró 

su solicitud de reinstalación y el pago de salarios y licencias, ascendentes 

a cientos de miles de dólares.48 El 7 de octubre de 2013, la Autoridad 

solicitó la desestimación de la querella enmendada por falta de 

jurisdicción.49 Por su parte, el señor Lacén Cirino replicó50 y aludió a la 

jurisdicción exclusiva de la Junta para atender prácticas ilícitas en el 

trabajo; también solicitó la anotación de rebeldía en contra de la 

Autoridad.51 Esta insistió una vez más en la carencia de autoridad de la 

Junta para dirimir la cuestión planteada por haberse adjudicado.52 Así las 

cosas, el 15 de noviembre de 2013, el señor Lacén Cirino presentó una 

moción de sentencia sumaria.53 La Autoridad presentó su réplica;54 y el 

señor Lacén Cirino, su dúplica.55 Las partes, además, tuvieron la 

                                                 
46

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 13-20. 
47

 Apéndice de la parte recurrente, pág. 14. El 27 de septiembre de 2012, además, la 
Autoridad presentó su posición en torno al cargo enmendado, véase, Apéndice de la 
parte recurrente, págs. 43-49. Allí, aclaró que el Laudo A-02-984 no dejaba sin efecto la 
suspensión de empleo y sueldo impuesta. Rechazó la atención a cuestiones adjudicadas 
que se pretenden presentar como materias nuevas. En referencia a las acciones 
arbitrales y judiciales, incluyendo la petición de mandamus, afirmó que ―habiéndose 
dilucidado y resuelto a favor de la Autoridad todas las contenciones y alegaciones del 
querellante ante el Negociado de Conciliación y Arbitraje y posteriormente ante todos los 
foros judiciales, entendemos no amerita se reabra el caso sobre las repetidas medidas 
disciplinarias y posterior despido del querellante por constituir cosa juzgada y por no ser 
la Junta de Relaciones del Trabajo el foro para ventilar ―de novo‖ acciones disciplinarias 
impuestas a empleados‖. 
48

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 21-42. El monto solicitado asciende a 
$437,116.75. 
49

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 146-151. 
50

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 285-288. 
51

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 289-294. 
52

 Apéndice de la parte recurrida, págs. 296a-296b. 
53

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 152-207. 
54

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 208-211. 
55

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 212-224. 
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oportunidad de someter las excepciones al informe y recomendaciones 

del oficial examinador, el licenciado Manuel Angleró Pacheco.56  

El 1 de abril de 2014 el licenciado Angleró Pacheco presentó su 

informe y recomendaciones, el cual emitió sumariamente.57 Luego de un 

examen de los hechos y el derecho aplicable, concluyó que el Laudo A-

02-984 ―dejó sin efecto‖ la suspensión de treinta días, por lo que no 

refrendó el despido y, aunque recomendó una sanción menor, omitió 

imponerla. Sin embargo, al entender que carecía de jurisdicción, pues le 

correspondía a las partes presentar sus alegaciones en su momento ante 

los foros competentes, recomendó ―la restitución de sueldo, licencias no 

acumuladas y cualquier haber dejado de percibir por concepto de la 

suspensión efectuada‖ entre el 1 de marzo y el 14 de abril de 2004. 

No obstante, la Junta no acogió la recomendación del oficial 

examinador. Casi un año después, el 24 de marzo de 2015, la Junta dictó 

la Decisión y Orden aquí recurrida.58 Concluyó que la Autoridad incurrió 

en prácticas ilícitas e incumplió con el sistema de disciplina progresiva. 

Por consiguiente, declaró con lugar la querella y la solicitud de sentencia 

sumaria presentada por el señor Lacén Cirino y ordenó a la Autoridad a 

restituirlo al empleo y a pagar los haberes dejados de percibir desde el 9 

de mayo de 2007 hasta la fecha de su reinstalación. Para determinar el 

monto, recomendó realizar una vista adjudicativa. 

Inconforme, el 9 de abril de 2015 la Autoridad solicitó a la Junta 

que reconsiderara su dictamen.59 El señor Lacén Cirino replicó.60 La Junta 

acogió la reconsideración;61 y el 3 de junio de 2015 la declaró no ha 

lugar.62  

                                                 
56

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 227-255; 256-257. 
57

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 85-130. 
58

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 50-84. 
59

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 131-138. 
60

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 258-266. 
61

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 268-269. 
62

 Apéndice de la parte recurrente, págs. 139-145. 
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No conteste, el 26 de junio de 2015, la Autoridad presentó el 

recurso de epígrafe y señaló la comisión de los siguientes errores de 

derecho: 

Erró la Junta de Relaciones del trabajo (―JRT‖) al asumir 
jurisdicción sobre la querella radicada ante sí por el 
querellante-recurrido el 7 de septiembre de 2010 y sobre la 
querella enmendada radicada el 5 de julio de 2012, cuando 
ya este había agotado todos los trámites que tenía 
disponibles en virtud de los Convenios Colectivos aplicables 
y los foros judiciales correspondientes y no era empleado de 
la querellada recurrente ni miembro de la unidad contratante 
que representaba la HEO. 

Erró la Junta de Relaciones del Trabajo (―JRT‖) al no 
desestimar las querellas radicadas por el querellante-
recurrido aunque las mismas constituían cosa juzgada. 

 
 Recibida la petición, mediante resolución del 10 de julio de 2015, 

ordenamos a la parte recurrida a expresarse. El 29 de julio de 2015, el 

señor Lacén Cirino presentó su alegato en oposición, por lo que con el 

beneficio de la comparecencia de ambas partes, esbozamos el marco 

doctrinal concerniente.   

II 

A 

La Ley Núm. 130 de 8 de mayo de 1945, según enmendada, 

conocida como Ley de Relaciones del Trabajo de Puerto Rico, 29 

L.P.R.A. § 61 y ss., le confiere la jurisdicción exclusiva a la Junta en 

casos de disputas obrero-patronales. Dicho organismo es el encargado 

de la implementación de la política pública establecida por el estatuto 

antes mencionado y goza de facultades cuasi-judiciales para adjudicar de 

forma final y exclusiva los hechos en controversias relacionadas con la 

composición de una unidad apropiada para fines de negociación 

colectiva. U.P.R.  v.  Asoc. Pur. Profs. Universitarios,  136 D.P.R. 335, 

345 (1994); J.R.T. v. A.M.A., 119 D.P.R. 94, 99 (1987); F.S.E. v. J.R.T., 

111 D.P.R. 505, 514 (1981); Rivera  v.  J.R.T., 70 D.P.R. 5, 12-13 (1949). 

La Junta es el foro adecuado para velar por el cumplimiento de las 

obligaciones contraídas en virtud de un convenio colectivo y evitar que 
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cualquier persona incurra en prácticas ilícitas del trabajo. F.S.E v. J.R.T., 

supra, pág. 512.   

La Ley Núm. 130 de 1945 establece que un patrono incurrirá en 

una práctica ilícita del trabajo cuando  

[v]iole los términos de un convenio colectivo, incluyendo un 
acuerdo en el que se comprometa a aceptar un laudo de 
arbitraje, esté o no dicho acuerdo incluido en los términos de 
un convenio colectivo; Disponiéndose, sin embargo, que la 
Junta podrá declarar sin lugar cualquier cargo en el cual se 
alegue una violación de este inciso, si la unión que es parte 
en el contrato es culpable de una violación en curso del 
convenio o no ha cumplido con una orden de la Junta 
relativa alguna práctica ilícita de trabajo, según dispone este 
subcapítulo. 

29 L.P.R.A. § 69(f).  

 
En cuanto a los convenios colectivos, estos se definen como ―el 

acuerdo por escrito entre una organización obrera y un patrono en que se 

especifican los términos y condiciones de empleo para los trabajadores 

cubiertos por el contrato, el status de la organización obrera y el 

procedimiento para resolver las disputas que surjan durante la vigencia 

del contrato‖. Manuel Méndez Ballester, pág. 25 Vocabulario Obrero-

Patronal (Departamento del Trabajo y Recursos Humanos del E.L.A., 

1962). Al ser un contrato, tiene fuerza de ley entre las partes otorgantes, 

siempre que no sea contrario a la ley, la moral o el orden público. 

C.O.P.R. v. S.P.U., 181 D.P.R. 299, 320 (2011); J.R.T. v. Junta Adm. 

Muelle Mun. de Ponce, 122 D.P.R. 318, 333 (1988). Además, se rige por 

las disposiciones del Código Civil relacionadas a los contratos, a no ser 

que la ley haya dispuesto otra cosa. C.F.S.E. v. Unión de Médicos, 170 

D.P.R. 443, 450 (2007); Luce & Co. v. Junta de Rel. Trabajo, 86 D.P.R. 

425, 440 (1962).   

Así pues, las partes en un convenio colectivo no pueden demandar 

el cumplimiento de la obligación contraria sin cumplir u ofrecer el 

cumplimiento de la propia obligación. Luis Díez-Picazo Giménez, Sistema 

de Derecho Civil, vol. 2, págs. 226-227 (Ed. Tecnos 1981). Dicho principio 

descansa en la idea de ejecución simultánea y en la premisa de que cada 

parte puede rechazar el cumplimiento de su obligación mientras la otra 
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parte no cumpla con la suya. Diego Espín Cánovas, La Excepción en el 

Incumplimiento Contractual, pág. 543, 17 Anuario de Derecho Civil 

(1984); Master Concrete Corp. v. Fraya, S.E., 152 D.P.R. 616, 640 (2000). 

Además, a un convenio colectivo le es de aplicación las normas de 

interpretación contractual. C.F.S.E. v. Unión de Médicos, supra, pág. 450. 

Cuando los términos de un contrato son claros y no crean ambigüedades, 

los mismos se aplicarán en atención al sentido literal que tengan. Cód. 

Civil P.R., Art. 1233, 31 L.P.R.A. § 3471.  Por tanto, si los términos de un 

contrato o de una disposición contractual, como en el caso de una 

cláusula de un convenio colectivo, son suficientemente claros como para 

entender lo que se pacta, hay que atenerse al sentido literal de las 

palabras y los tribunales no podrán entrar a dirimir sobre lo que 

alegadamente las partes pactaron al momento del contrato. C.F.S.E. v. 

Unión de Médicos, supra, pág. 450.   

Cónsono con las disposiciones legales mencionadas, en Puerto 

Rico existe una vigorosa política pública a favor del arbitraje obrero-

patronal. Id., pág 448. El Tribunal Supremo ha reiterado que el arbitraje es 

el medio menos técnico, más rápido y flexible, menos oneroso y, por 

tanto, más apropiado para la resolución de las controversias que emanan 

de la relación laboral. Id., pág. 449; Martínez Rodríguez v. A.E.E., 133 

D.P.R. 986, 995 (1993); Pérez v. A.F.F., 87 D.P.R. 118, 127 (1963). Es 

por ello que en materia de arbitraje en el campo laboral la jurisprudencia 

revela una marcada deferencia hacia los laudos que produce ese método 

alterno de adjudicación. Se respeta de este modo ―la clara política pública 

a favor del arbitraje como mecanismo para dilucidar las controversias 

obrero-patronales‖. J.R.T. v. Corp. Crédito Agrícola, 124 D.P.R. 846, 849 

(1989).  

De otra parte, con el fin de lograr la paz laboral y que las partes 

cumplan con los laudos arbitrales confirmados, el Artículo 9(2)(c) de la 

Ley 130 de 1945 dispone: 

(c) A los fines de promover la negociación colectiva y la paz 
laboral en Puerto Rico, la Junta podrá en el ejercicio de su 
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discreción, ayudar a poner en vigor laudos de arbitraje 
emitidos por organismos competentes de arbitraje, bien 
designados de acuerdo con cualquier convenio colectivo 
firmado por un patrono y una organización obrera o en virtud 
de cualquier acuerdo firmado por una organización obrera y 
un patrono en Puerto Rico. Después de emitido un laudo de 
arbitraje, la Junta, a solicitud de cualquiera de las partes en 
el procedimiento de arbitraje, podrá dar su consejo o podrá 
si fuere requerida para ello, a nombre de la parte que lo 
solicitare, entablar acción legal adecuada ante el Tribunal de 
Apelaciones para que se ponga en vigor un laudo de 
arbitraje. Hecha la presentación, el tribunal hará notificar la 
petición, por correo certificado, por correo regular, por fax, 
por correo electrónico o dejando copia en la oficina principal 
de las partes. Una vez la Junta certifique la notificación, el 
tribunal tendrá consiguientemente jurisdicción en el 
procedimiento. 

29 L.P.R.A. § 70(2)(c). 

 
Por otro lado, al revisar judicialmente las determinaciones de las 

agencias administrativas, la norma a seguir está establecida en la 

Sección 4.5 de la Ley de Procedimiento Administrativo Uniforme, Ley 170 

del 12 de agosto de 1988, según enmendada, 3 L.P.R.A. § 2175, que 

dispone que ―[l]as determinaciones de hechos de las decisiones de las 

agencias serán sostenidas por el tribunal, si se basan en evidencia 

sustancial que obra en el expediente administrativo‖, considerado este en 

su totalidad. Además, la revisión judicial de la decisión administrativa 

debe circunscribirse a corroborar otros dos aspectos: si el remedio 

concedido por la agencia fue apropiado y si las conclusiones de derecho 

fueron correctas. 3 L.P.R.A. § 2175; Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 D.P.R. 

64, 131 (1998).   

Es decir, mediante la intervención del tribunal revisor se evalúa si 

la decisión administrativa es razonable. En caso de que exista más de 

una interpretación razonable de los hechos, el tribunal debe sostener la 

que seleccionó la agencia y no sustituir su criterio por el de esta. Assoc. 

Ins. Agencies, Inc. v. Com. Seg. P.R., 144 D.P.R. 425, 437 (1997). En su 

gestión revisora, el tribunal apelativo debe considerar la evidencia 

presentada en su totalidad, tanto la que sostenga la decisión 

administrativa, como la que menoscabe el peso que la agencia le haya 

conferido. Murphy Bernabé v. Tribunal Superior, 103 D.P.R. 692, 699 
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(1975). De igual forma, no se sostendrá una determinación administrativa 

"si la agencia actuó arbitraria o ilegalmente, o en forma tan irrazonable 

que su actuación constituye un abuso de discreción". Fuertes y otros v. 

A.R.P.E., 134 D.P.R. 947, 953 (1993). 

B 

Por otro lado, nuestro ordenamiento jurídico establece que ―los 

derechos y obligaciones adjudicados mediante un dictamen judicial que 

adviene final y firme constituyen ley del caso‖. Cacho Pérez v. Hatton 

Gotay, Op. emitida el 18 de marzo de 2016, 2016 TSPR 51, a las págs. 8-

9, 195 D.P.R. __ (2016); Félix v. Las Haciendas, 165 D.P.R. 832, 843 

(2005); Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. ELA, 152 D.P.R. 599, 606 (2000); 

Rodríguez v. López Jiménez, 118 D.P.R. 701, 704 (1987). Ello, debido a 

que esos derechos y responsabilidades gozan de las características de 

finalidad y firmeza, al tenor de varias doctrinas, tales como: cosa juzgada, 

impedimento colateral de sentencia o fraccionamiento de causa. La 

doctrina de la ley del caso puede invocarse únicamente cuando existe 

una decisión final de la controversia en sus méritos. Cacho Pérez v. 

Hatton Gotay, supra, pág. 9; Félix v. Las Haciendas, supra, pág. 843. 

Consiguientemente, las controversias adjudicadas y revisadas por los 

foros judiciales no pueden ser objeto de reexamen. Cacho Pérez v. 

Hatton Gotay, supra, pág. 9; Mgmt. Adm. Servs. Corp. v. ELA, supra, 

págs. 607-608. 

Recientemente, el Tribunal Supremo de Puerto Rico se expresó 

sobre la doctrina de ley del caso y estableció que ―las determinaciones 

judiciales que constituyen la ley del caso incluyen todas aquellas 

cuestiones finales consideradas y decididas por el Tribunal”. Cacho 

Pérez v. Hatton Gotay, supra, pág. 9 (Énfasis en el original), que cita a  

Félix v. Las Haciendas, supra, pág. 843. De ordinario, estas 

determinaciones ―obligan tanto al tribunal de instancia como al que las 

dictó, si el caso vuelve ante su consideración‖. Id. Claro está, la doctrina 

de la ley del caso no es un mandato invariable o inflexible, sino recoge, 
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más bien, una costumbre judicial deseable que consiste en que las 

controversias sometidas, litigadas y decididas por un tribunal dentro de 

una causa deben usualmente respetarse como finales. De ese modo, las 

partes en un litigio pueden, en lo posible, conducir su proceder en el pleito 

sobre unas directrices judiciales confiables y certeras. Mgmt. Adm. Servs. 

Corp. v. E.L.A., supra, pág. 607. Sin embargo, cuando la ley del caso es 

errónea y puede causar una gran injusticia, en situaciones excepcionales, 

el mismo foro sentenciador o un foro de jerarquía superior puede emplear 

una norma de derecho diferente. Cacho Pérez v. Hatton Gotay, supra, 

pág. 10; Félix v. Las Haciendas, supra, pág. 844; Mgmt Adm. Servs. Corp. 

v. E.L.A., supra, pág. 608. Esto es, solo cuando se atenta contra 

―principios básicos de la justicia‖ es que puede descartarse la aplicación 

del principio. Noriega Rodríguez v. Hernández Colón, 130 D.P.R. 919, 

931 (1992). Véase, también, Don Quixote Hotel v. Tribunal Superior, 100 

D.P.R. 19, 30 (1971). Lo importante es que se alegue su exclusión 

mediante un mecanismo procesalmente adecuado y que el foro 

adjudicador que atienda la cuestión, sea judicial o administrativo, tenga 

jurisdicción para considerarla y emitir la nueva determinación. Noriega v. 

Gobernador, supra, pág. 931; Srio. del Trabajo v. Tribunal Superior, 95 

D.P.R. 136, 141 (1967). Debe entenderse, pues, que la doctrina de la ley 

del caso ―es una manifestación necesaria y conveniente del principio 

reconocido de que las adjudicaciones deben tener fin‖. Cacho Pérez v. 

Hatton Gotay, supra, págs. 10-11; Srio. del Trabajo v. Tribunal Superior, 

supra, pág. 141.  

En lo ateniente al error señalado en el caso de autos, como se 

sabe, la doctrina de cosa juzgada tiene como fuente estatutaria al Artículo 

1204 del Código Civil de Puerto Rico, el cual dispone que ―[p]ara que la 

presunción de cosa juzgada surta efecto en otro juicio, es necesario que 

entre el caso resuelto por la sentencia y aquel en que esta sea invocada, 

concurra la más perfecta identidad entre las cosas, las causas, las 

personas de los litigantes y la calidad con que lo fueron‖. Cód. Civil P.R., 
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Art. 1204, 31 L.P.R.A. § 3343; Presidential v. Transcaribe, 186 D.P.R. 

263, 273 (2012); Méndez v. Fundación, 165 D.P.R. 253, 266-267 (2005). 

Esa doctrina está fundamentada en consideraciones de orden público, 

esto es, en el interés del Estado en ponerle fin a los litigios y en proteger 

a los ciudadanos para que no se les someta en múltiples ocasiones a los 

rigores de un proceso judicial. Parrilla v. Rodríguez, 163 D.P.R. 263, 268 

(2004); Mun. de San Juan v. Bosque Real, S.E., 158 D.P.R. 743, 769 

(2003); Pérez v. Bauzá, 83 D.P.R. 220, 225 (1961). Se procura, de este 

modo, garantizar la certidumbre y seguridad de los derechos ya 

declarados, además de evitar gastos adicionales al Estado y a los 

litigantes. Presidential v. Transcaribe, supra, pág. 274; Worldwide Food 

Dis., Inc. v. Colón, 133 D.P.R. 827, 833-834 (1993).   

Al determinar si procede la defensa de cosa juzgada para evitar el 

nuevo litigio, debemos examinar ―si los hechos y fundamentos de las 

peticiones son los mismos en lo que afecta a la cuestión planteada‖. A & 

P Gen. Contractors v. Asoc. Caná, 110 D.P.R. 753, 765 (1981). Es decir, 

para evitar que en un pleito posterior se litiguen nuevamente asuntos 

previamente adjudicados o transigidos, el promovente de la defensa debe 

demostrar que la cuestión en controversia en el nuevo pleito fue litigada 

en un caso previo o transigida en ocasión anterior: (1) entre las mismos 

litigantes y la calidad que lo fueron, (2) sobre las mismas cosas y (3) en 

virtud de las mismas causas de acción. Worldwide Food Dis., Inc. v. 

Colón, supra, pág. 833; Pagán Hernández v. U.P.R., 107 D.P.R. 720, 732-

733 (1978); Mercado Riera v. Mercado Riera, 100 D.P.R. 940, 950 (1972). 

Definamos, pues, cada uno de estos elementos por separado.  

En cuanto a la identidad de los litigantes y la calidad en que lo 

fueron, el propio Artículo 1204 dispone que ―[s]e entiende que hay 

identidad de personas siempre que los litigantes del segundo pleito sean 

causahabientes de los que contendieron en el pleito anterior, o estén 

unidos a ellos por vínculos de solidaridad o por los que establece la 

indivisibilidad de las prestaciones entre los que tienen derecho a exigirlas 
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u obligación de satisfacerlas‖. Cód. Civil P.R., Art. 1204, 31 L.P.R.A. § 

3343; Presidential v. Transcaribe, supra, págs. 275-276. El Tribunal 

Supremo de Puerto Rico ha expresado ―que los efectos de la cosa 

juzgada se extienden a quienes intervienen en el proceso, a nombre y en 

interés propio‖. Presidential v. Transcaribe, supra, pág. 276. ―[L]as 

personas jurídicas que son parte en ambos procedimientos, cumplidos los 

requisitos de identidad entre las causas y las cosas, serían las mismas 

que resultarían directamente afectadas por la excepción de la cosa 

juzgada‖. Id. El requisito de que sean las mismas partes también se 

conoce como ―mutualidad de partes‖. Fatach v. Triple S, Inc., 147 D.P.R. 

882, 889 (1999); Pol Stella v. Lugo Christian, 107 D.P.R. 540, 549 (1978).  

La ―cosa‖ a la cual se refiere este artículo ―responde básicamente 

al objeto o materia sobre la cual se ejercita la acción‖. Lausell Marxuach 

v. Díaz de Yáñez, 103 D.P.R. 533, 535 (1975). Esto es, el segundo pleito 

trata del mismo asunto del cual versó el primero. Presidential v. 

Transcaribe, supra, pág. 274.  

La ―causa‖, por su parte, ―es el motivo de pedir‖, es decir, ―significa 

el fundamento capital, el origen de las acciones o excepciones planteadas 

y resueltas‖.63 Esto es, cuando los hechos y los fundamentos de las 

peticiones son idénticos en lo que afecta a la controversia planteada. Id., 

pág. 275; A & P Gen. Contractors v. Asoc. Caná, supra, pág. 765. 

Algunos de los criterios que se han utilizado para determinar si hay 

identidad en cuanto a las causas presentadas en ambos procesos son: 

―(1) si el mismo derecho ha sido infringido por la misma violación, (2) si 

hay una identidad tal que una sentencia diferente en la segunda acción 

destruiría o afectaría derechos o intereses establecidos por la primera 

sentencia, (3) identidad de fundamentos, (4) si la misma evidencia 

sostendría ambas sentencias‖. Mercado Riera v. Mercado Riera, supra, 

pág. 951.  

                                                 
63

 Véase, José M. Manresa y Navarro, Comentarios al Código Civil Español, t. 8, vol. 2, 
págs. 237-238 (5ta ed. Reus 1950).  
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Debemos puntualizar que, al igual que la doctrina de la ley del 

caso, los tribunales no deben aplicar la doctrina de cosa juzgada en forma 

inflexible, particularmente cuando hacerlo derrotaría los fines de la 

justicia, o cuando están involucradas consideraciones de orden público. 

Pérez v. Bauzá, supra, pág. 226.  

Por otro lado, existe una modalidad especial de la doctrina de cosa 

juzgada, conocida como impedimento colateral por sentencia. Méndez v. 

Fundación, supra, pág. 268. Esta modalidad se distingue de la doctrina de 

cosa juzgada en que no se requiere que haya completa identidad de 

causas para que aplique la primera. Presidential v. Transcaribe, supra, 

págs. 276-277; Méndez v. Fundación, supra, pág. 269. El impedimento 

colateral opera cuando un hecho esencial para adjudicar un segundo 

pleito entre las partes ya se dilucidó y se adjudicó mediante sentencia 

válida, final y firme. Tal determinación es concluyente en el segundo 

pleito, aunque se trate de causas de acción distintas. Lo importante es 

que la adjudicación previa haya dispuesto definitivamente de elementos 

esenciales de la segunda reclamación. Méndez v. Fundación, supra, pág. 

269; Rodríguez Rodríguez v. Colberg Comas, 131 D.P.R. 212, 218-221 

(1992).  

Al igual que las otras doctrinas perfiladas, el propósito de la 

modalidad de impedimento colateral es impedir la litigación posterior de 

un hecho esencial y que ya fue adjudicado mediante sentencia final en un 

litigio anterior, aunque las causas de acciones entre el anterior y el 

posterior sean distintas. P. R. Wire Prod. v. C. Crespo & Asoc., 175 

D.P.R. 139, 152-153 (2008). Esto quiere decir que no es necesaria la 

identidad de causas para que aplique esta modalidad. Fatach v. Triple S, 

Inc., supra, pág. 889; Acevedo v. Western Digital Caribe, Inc., 140 D.P.R. 

452, 464 (1996); Rodríguez Rodríguez v. Colberg Comas, supra, pág. 

225. 

La figura de impedimento colateral por sentencia puede plantearse 

en dos formas, a saber: la defensiva y la ofensiva. La modalidad 
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defensiva la presenta el demandado para impedir la litigación de un 

asunto que ya fue planteado y perdido por el demandante en un pleito 

anterior frente a otra parte. En el modo ofensivo, el demandante es el que 

lo plantea para impedir que el demandado relitigue algún asunto litigado y 

perdido previamente frente a otra parte. A & P Gen. Contractors v. Asoc. 

Caná, supra, pág. 758. 

Es importante notar que, en ambas modalidades, la parte contra la 

cual se levanta el impedimento ha litigado anteriormente y ha perdido en 

el pleito anterior. Por lo tanto, no procede la doctrina ―cuando la parte 

contra la cual se interpone no ha tenido oportunidad de litigar previamente 

el asunto y no ha resultado ser la parte perdidosa en el litigio anterior‖. 

Presidential v. Transcaribe, supra, pág. 277; Beníquez et al v. Vargas et 

al, 184 D.P.R. 210, 226 (2012). La doctrina de impedimento colateral por 

sentencia no es de aplicación tampoco a aquellos asuntos que pudieron 

ser litigados en el primer pleito y no lo fueron. Por ende, su aplicación se 

limita a las cuestiones que en efecto se litigaron y adjudicaron. 

Presidential v. Transcaribe, supra, pág. 277. 

Así, el Tribunal Supremo estableció que en ciertas circunstancias 

sería injusto aplicar la doctrina de impedimento colateral por sentencia, a 

saber: ―(1) que el demandante pudo fácilmente ser parte en el primer 

pleito; (2) que el demandado no tuvo a su haber todos los incentivos para 

litigar completa y rigurosamente las controversias surgidas en el primer 

pleito; (3) que la determinación judicial en el primer pleito fue 

inconsistente con otras decisiones sobre la misma cuestión; y (4) que en 

el segundo pleito el demandado tuvo oportunidades procesales no 

disponibles en la primera acción, que podrían conllevar a un resultado 

distinto‖. A & P Gen. Contractors v. Asoc. Caná, supra, pág. 760. 

Por ende, si la parte contra la cual se le pretende aplicar la doctrina 

de impedimento colateral por sentencia, para poder prevalecer depende 

necesariamente de una controversia que ya fue adjudicada anteriormente, 

deberá convencer al foro sentenciador de que se han dado unos cambios 
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materiales y sustanciales en el caso que le permitan concluir que en 

efecto, la controversia se ha transformado en una nueva y distinta de la 

ya adjudicada.64 

Finalmente, la modalidad de fraccionamiento de causa de acción 

aplica a toda reclamación posterior que se presente entre las mismas 

partes y sobre el mismo asunto. La modalidad sí puede aplicarse en el 

caso que un demandante tenga varias reclamaciones contra un mismo 

demandado, que surjan de un mismo evento, y presenta una de esas 

reclamaciones; y luego de terminado el litigio, presenta otro contra el 

mismo demandado por las otras reclamaciones. Ahora bien, la doctrina no 

se extiende a una parte que no fue incluida como demandada en el primer 

pleito; y se limita a las reclamaciones que son recobrables en la primera 

acción incoada. Presidential v. Transcaribe, supra, págs. 277-278. 

La modalidad de fraccionamiento de causa tiene como 
propósito promover la finalidad de las controversias 
judiciales y evitar las continuas molestias a una parte con la 
presentación sucesiva de varios pleitos relacionados con el 
mismo asunto. Por lo tanto, esta modalidad procede cuando 
el demandante obtiene sentencia en un primer pleito, y 
luego radica una segunda acción contra la misma parte por 
otra porción de esa misma reclamación. 

Id., pág. 278. 

 
 Apliquemos la doctrina esbozada al caso ante nuestra 

consideración. 

III 

 En el presente caso, la parte recurrente alega que la Junta de 

Relaciones del Trabajo carecía de jurisdicción sobre el cargo presentado 

el 7 de septiembre de 2010, que suscitó la querella del 9 de abril de 2012 

y la querella enmendada del 30 de agosto de 2013. También aduce que 

procedía la desestimación de la querella, por la controversia constituir 

cosa juzgada. Además, arguye que la parte recurrida obró con incuria al 

instar su reclamo. 

 De otro lado, el recurrido plantea que la doctrina de cosa juzgada 

no es de aplicación al caso de autos porque ―lo cierto es que ni un árbitro 
                                                 
64

 Véase, DeCosta v. Viacom Intern., Inc., 981 F.2d 602, 605 (1992); M.C.G. v. 
Hillsborough County School Bd., 927 So. 2d 224, 227-228 (2006). 
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ni un tribunal en calidad de revisor de un laudo tienen la jurisdicción para 

dirimir prácticas ilícitas de trabajo‖ como la planteada en el cargo y la 

querella enmendada. A base de ello, argumenta que no existe una 

sentencia válida, dictada con jurisdicción del caso.65 

 El recurrido no tiene razón. Procedemos a resolver los errores en 

conjunto por estar íntimamente relacionados.   

Tal como se expresó antes, este caso tiene su génesis en el 2010 

cuando el señor Lacén Cirino presentó un cargo contra la Autoridad, en el 

que alegó que la agencia estaba incurriendo en prácticas ilícitas ―al no 

acatar el Laudo de Arbitraje A-02-984‖. Aun cuando en su reclamación 

cita un fragmento de la sentencia emitida en el caso KLCE200601200, 

omite expresar que en ese mismo dictamen se estableció que las 

expresiones realizadas en el Laudo de Arbitraje A-02-984 no tuvieron el 

efecto de revocar la sanción impuesta en 2004 de suspensión de empleo 

y sueldo, como resultado del Laudo del 23 de septiembre de 1999. 

Coincidimos con dicho análisis y reconocemos que esa es la ley del caso. 

Se aplica la doctrina cuando los tribunales ya han evaluado y adjudicado 

las controversias en un proceso judicial. El referido dictamen obliga tanto 

a la Junta como a este foro revisor.  

Las expresiones vertidas en el Laudo A-02-984 sobre el del 23 de 

septiembre de 1999 solo incidieron sobre la controversia que la árbitra 

Díaz Casañas tenía ante sí: la ausencia sin justificar del 12 de octubre de 

2001. En consecuencia, no refrendó el despido, sino la imposición de una 

sanción menor.  

Debe tenerse presente también que, tal como la propia árbitra Díaz 

Casañas expuso en su resolución de 2003, las partes involucradas, 

incluido el señor Lacén Cirino, no aceptaron reabrir el caso al proceso de 

arbitraje para dirimir las ausencias injustificadas de 1998, cuando aquella 

los intimó. No consta en los autos que se haya solicitado reconsideración 

del Laudo del 23 de septiembre de 1999. Con conocimiento del alegado 

                                                 
65

 Alegato en oposición a recurso de revisión judicial, a la pág. 20.  
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error, el recurrido optó por la impugnación, en los foros revisores, donde 

litigó vigorosamente la controversia, pero no prevaleció. Durante el 

transcurso de esos procesos, por el contrario, la Autoridad intentó 

infructuosamente realizar las acciones pertinentes a su alcance para 

aclarar la sanción de suspensión antes de implantarla en el 2004. 

Desconocemos las razones de por qué la árbitro Díaz Casañas, si 

en realidad no atendió el caso, no suscribió otra fe de erratas del Laudo 

del 23 de septiembre de 1999, excluyendo los nombre de los empleados, 

al fin y al cabo, la doctrina junctus officio solo opera ante las controversias 

sometidas y que efectivamente se dirimen en sus méritos. O, en la 

alternativa, por qué no brindó atención a las reiteradas solicitudes de la 

Autoridad. En su lugar, cuando el Laudo ya era final y firme, en un nuevo 

procedimiento disciplinario contra el recurrido, realizó las expresiones 

mencionadas, que en su día también fueron dirimidas por los tribunales y 

que hoy se presentan nuevamente ante el foro judicial.  

Ahora bien, debemos preguntarnos, ¿esta cadena de eventos 

incide sobre la destitución del señor Lacén Cirino como reza el dictamen 

recurrido? No. 

Aun cuando la Junta tiene jurisdicción sobre la denuncia de 

prácticas ilícitas de patronos contra ―cualquier individuo cuyo trabajo haya 

cesado (...) debido a cualquier práctica ilícita de trabajo‖, 29 L.P.R.A. § 

63(3), este organismo está privado de autoridad para contravenir 

decisiones judiciales finales, firmes e inapelables. La restitución del 

empleo constituye un abuso de discreción de la Junta, que 

inexplicablemente se negó a acoger el informe del oficial examinador, que 

de forma acertada concluyó que la Junta ―no podrá entrar en los méritos 

del Laudo emitido por el árbitro‖;66 ―que la facultad de revisión le 

corresponde a los tribunales de justicia, y que nuestra facultad será la de 

velar por la puesta en vigor de los Laudos emitidos‖;67 esto al amparo del 

Artículo 9(2)(c) de la Ley Núm. 130 de 1945, 29 L.P.R.A. § 70(2)(c), ya 

                                                 
66

 Apéndice de la parte recurrente, pág. 119.  
67

 Apéndice de la parte recurrente, pág. 126. 
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precitado, que faculta a la Junta —en el ejercicio de su discreción y a 

solicitud de parte— dar su consejo o entablar acción legal adecuada para 

poner en vigor un laudo de arbitraje, para lo que la Junta no ostenta una 

jurisdicción exclusiva. J.R.T. v. A.E.E., 133 D.P.R. 1, 4–5 (1993). El oficial 

examinador reconoció que el señor Lacén Cirino ―pretende relitigar ante la 

[Junta] asuntos que fueron adjudicados ante el foro con jurisdicción‖.68  

La orden de restitución de empleo y sueldo, con el pago de los 

haberes dejados de percibir, emitida por la Junta tuvo el efecto de revocar 

el Laudo A-04-2630, el caso KAC2006-0859 del Tribunal de Primera 

Instancia, el caso KLCE200600826 del Tribunal de Apelaciones y la 

determinación del Tribunal Supremo de no conceder el auxilio de 

jurisdicción solicitado por el recurrido, así como la denegatoria del Alto 

Foro sobre la solicitud del auto de certiorari. Todas estas determinaciones 

confirmaron consistentemente la destitución del recurrido; que, conforme 

al expediente, se suscitó por hechos que acarrearon múltiples faltas 

graves de ausencias e insubordinación, las cuales se extendieron durante 

casi un mes.69 Debe recordarse que el cumplimiento del Convenio 

Colectivo no obliga solamente a la Autoridad, sino también a sus 

unionados.  

Es una norma fuertemente establecida  que la falta de jurisdicción 

no es susceptible de ser subsanada por ningún tribunal, ni pueden las 

partes conferírsela cuando no la tienen. Dávila Pollock et als. v. R.F. 

Mortgage, 182 D.P.R. 86 (2011). Cuando un tribunal dicta una sentencia 

sin tener jurisdicción sobre las partes o la materia, su decreto es uno 

jurídicamente nulo e inexistente. Cordero v. ARPe, 187 D.P.R. 445, 457 

(2012); Maldonado v. Junta, 171 D.P.R.  46, 55 (2007); Empress Hotel, 

Inc. v. Acosta, 150 D.P.R. 208, 212 (2000). Por lo tanto, resolvemos que 

la acción de la Junta de restituir al señor Lacén Cirino a su puesto es un 

acto ultra vires. 

                                                 
68

 Apéndice de la parte recurrente, pág. 127. 
69

 El Artículo XXIII, Sección 2(a) del Convenio Colectivo define ―ausencia‖ como ―la no 
comparecencia al trabajo por un empleado en un día laborable‖. Asistir al trabajo en un 
horario diferente al itinerario del patrono es de facto una ausencia. 
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Además, la autoridad de la Junta está proscrita porque las 

determinaciones arbitrales y judiciales referentes al despido del señor 

Lacén Cirino constituyen cosa juzgada. En varios procesos ya se litigaron 

los asuntos en los que la Junta pretende intervenir. Esto, mediante fallos 

emitidos por tribunales con jurisdicción, por lo que "lleva en sí la firmeza 

de su irrevocabilidad". José M. Manresa y Navarro, Comentarios al 

Código Civil Español, t. III, vol. 2, pág. 278 (6ta ed. rev., Ed. Reus 1967). 

Por ello, el señor Lacén Cirino está impedido de relitigar el caso de su 

despido, con el mero subterfugio de disfrazar la causa de acción a una de 

índole de prácticas ilícitas del trabajo, en un intento de fraccionar su 

reclamo y que la Junta se arrogara una jurisdicción que no tiene.   

Para aplicar la doctrina de impedimento colateral de sentencia no 

se exige la identidad de causas; sino que procede cuando la previa 

adjudicación, como en este caso es el despido, dispuso de manera 

concluyente y definitiva aspectos esenciales del caso ante nos. El 

propósito de estas doctrinas es dar finalidad a los litigios.  

En el caso que nos ocupa, las partes acudieron de manera 

progresiva a todos los foros con jurisdicción y competencia para dirimir el 

despido. El dictamen final y firme confirmó la destitución del señor Lacén 

Cirino. Desde la notificación de la querella CA-2010-41, la Autoridad 

opuso la defensa para impedir que se relitigara el mismo asunto, en el 

que el recurrido no prevaleció. Por ende, contrario a lo que arguye el 

recurrido, la aplicación de la doctrina es de absoluta pertinencia, pues aun 

cuando la causa de acción no sea idéntica, existe identidad de los 

asuntos ventilados, que en efecto se litigaron y adjudicaron; identidad de 

las partes y la calidad en que lo fueron. En este caso tampoco se 

presentan las circunstancias excepcionales que ameriten alejarnos de la 

doctrina. 

Es forzoso concluir que procede la total revocación de la Decisión y 

Orden aquí recurrida; y mantener inalterado el estado de situación 
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prevaleciente a partir del 25 de enero de 2008, cuando nuestro más Alto 

Foro se expresó por última vez sobre este asunto. 

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, los cuales hacemos formar 

parte de esta Sentencia, revocamos en todas sus partes la Decisión y 

Orden, emitida y notificada el 24 de marzo de 2015, por la Junta de 

Relaciones del Trabajo, en el Caso Núm. CA-2010-41. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones.   

 

 

Dimarie Alicea Lozada 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 
 
 
 


